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CIRCULAR No. 158-2016 
 
 

Asunto:  Modificación a la circular N° 109-16“Guía de Conducta Para las     
Empresas Proveedoras de Bienes y Servicios al Poder Judicial”.-  

 
 

 A LOS CENTROS DE RESPONSABILIDAD Y ADMINISTRACIONES 
REGIONALES 

 
SE LES HACE SABER QUE: 

El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 78-16, celebrada el 18 de 
agosto del 2016, artículo LXXII, dispuso aprobar la modificación a la circular N° 109-
16“Guía de Conducta para las Empresas Proveedoras de Bienes y Servicios al Poder 
Judicial” para que se lea correctamente: 

 

“El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 63-16 
celebrada el 30 de junio de 2016, artículo LVII, acordó aprobar la “Guía 
de conducta para las empresas proveedoras de bienes y servicios al Poder 
Judicial”, elaborada por el Departamento de Proveeduría en coordinación 
con la asesoría  de la Comisiones de Ética y Valores, que literalmente 
dice: 

“1. PRESENTACIÓN. [1] 
 
El Poder Judicial ha definido como misión en su Plan Estratégico 

para los años 2013-2017 la siguiente: 
 
“Administrar justicia en forma pronta, cumplida, sin denegación y 

en estricta conformidad con el ordenamiento jurídico, que garanticen 
calidad en la prestación de servicios para las personas usuarias que lo 
requieran”. 

 
Para el logro de esta misión, en diversas oportunidades se requiere 

la intervención de empresas proveedoras las cuales, por medio de los 
procedimientos de contratación resultan adjudicadas, sea para el 
suministro de un bien específico o para la prestación de un servicio por 
un período de varios años, lo anterior en los términos de cantidad y 
calidad acordados en dichas contrataciones. 

 
Esto permite la continuidad de los servicios que presta en aras de 

                                                 
[1] Para la elaboración de este documento, se tomó como base el Código de Ética par proveedores de la empresa WEG. Disponible en 
http://www.weg.net/files/docs/codigo_etica/WEG-Codigo_de_Etica_para_Proveedores.pdf 
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una administración de justicia oportuna. 
 
La coexistencia de los diferentes agentes (tanto internos como 

externos) durante estos procesos de contratación y de la ejecución de los 
contratos, podría propiciar espacios para la realización de actividades que 
podrían catalogarse como actos contrarios a la ética o a las normas que 
rigen el actuar del Poder Judicial en esta materia. 

 
Así las cosas, el Poder Judicial pretende que las empresas 

proveedoras observen los más altos estándares éticos al llevar a cabo las 
actividades comerciales con la institución y tengan claridad sobre cuál 
sería la conducta que se espera, así como a lo interno, ya se ha definido 
normativa relacionada con el tema, y se cuenta además con un Manual de 
Valores Compartidos que orienta la conducta y la actitud esperada por 
parte de los y las empleadas del Poder Judicial. 

 
La necesaria relación entre las empresas proveedoras y el personal 

del Poder Judicial para la materialización de los objetivos propuestos, 
hace que las empresas proveedoras se configuran en un eslabón más en la 
cadena de valor institucional, vinculándose a la institución en una 
relación de orden comercial pero que además se debe sensibilizar y 
adoptar en sus empresas una gestión basada en criterios de orden 
económico, social, ambiental, moral y técnicos. 

 
El Poder Judicial siendo el responsable de la administración de la 

justicia, espera de sus empresas proveedoras de bienes y servicios un 
comportamiento acorde de total observancia de lo establecido por las 
distintas normas que rigen la contratación administrativa y la forma de 
adquirir los recursos necesarios en el ámbito público; pero también, que 
las personas y empresas que se vinculan con la institución tengan 
también conductas acordes con los principios éticos, el respeto a los 
derechos humanos y el cuido del medio ambiente. 

 
2. CONDUCTA ESPERADA. 
 
Las empresas que proveen bienes y servicios al Poder Judicial 

deben acatar las prohibiciones establecidas en la Ley de Contratación 
Administrativa (N° 7494) y su Reglamento, así como en la Ley Contra la 
Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública (N° 8422) 
y su Reglamento, y cualquiera otra normativa que regule su participación 
en los procedimientos de contratación, sea normativa externa o interna 
del Poder Judicial. 

 
2.1. Regalos, viajes y otros beneficios. 
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Para eliminar posibles irregularidades en el proceso de compras, 

queda establecido que: 
 
• Está prohibido el ofrecimiento por parte de las empresas 

proveedoras, y cualquiera persona física o jurídica vinculada a ellas, de 
dádivas (en dinero o especies), viajes, regalos o cualquier otra especie de 
favorecimiento para los empleados y empleadas del Poder Judicial y sus 
familiares, de acuerdo con lo establecido en el artículo 22 bis inciso h de 
la Ley de Contratación Administrativa 

 
• La recepción, por parte de las personas que laboran en el 

Poder Judicial, de dádivas,  pasajes aéreos, viajes, cualquier tipo de 
regalos y cortesías ofrecidas por las empresas proveedoras o cualquiera 
persona física o jurídica vinculada a esas empresas, para visitas y/o 
participaciones en eventos de naturaleza técnica, solamente podrá ser 
aceptada excepcionalmente solo si es aprobada por el Consejo Superior, 
según dicta la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento, así 
como el Reglamento para el registro, control y uso de activos del Poder 
Judicial. 

 
• Las empresas proveedoras, oferentes y potenciales 

adjudicatarias, no pueden ni deben invitar o participar en eventos 
públicos o privados organizados o patrocinados por su empresa, actividad 
económica o afines, a los empleados y empleadas del Poder Judicial, que 
tengan algún tipo de poder de decisión o participación en el proceso de 
contratación, desde el punto de vista técnico, legal o financiero, con el fin 
de ofrecer o dar bienes a la institución, promocionar sus productos o 
servicios para el Poder Judicial, así como para tratar de obtener algún 
tipo de favorecimiento o ventaja en los procedimientos de contratación 
del Poder Judicial. 

 
• El Poder Judicial, para efectos de conocer mejor el mercado 

de algún bien o servicio, podrá solicitar asesoría a las empresas, en el 
tanto se cumpla lo establecido en el artículo 51 del Reglamento a la Ley 
de Contratación Administrativa. 

 
• Todas las transacciones que se realicen por parte de las 

empresas proveedoras deben ser efectuadas con honestidad e integridad. 
 
2.2. Información y confidencialidad. 
 
• Las empresas proveedoras así como el personal del Poder 

Judicial, deben garantizar el entendimiento y la transparencia de la 
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información necesaria para cotizar, contratar, comprar y suministrar los 
productos y servicios que se adquieren para satisfacer un requerimiento 
institucional. 

 
• Las empresas proveedoras deben mantener en sigilo toda 

información a las que tengan acceso o que les sea confiada como parte de 
la relación contractual, sea esta propiedad del Poder Judicial o de las 
demás partes interesadas, inclusive datos personales de quienes laboran 
en el Poder Judicial. 

 
• Salvo lo que indica la normativa vigente como información 

pública, está prohibido obtener, utilizar, reproducir y/o divulgar hechos, 
datos y/o información del Poder Judicial, en beneficio propio o de 
terceros. 

 
2.3. Acceso y Permanencia en las Instalaciones del Poder 

Judicial. 
 
• Las empresas proveedoras tendrán el deber de elegir y 

vigilar al personal a su cargo, y serán responsables de las conductas en 
que incurran que resulten contrarias a la normativa y los compromisos 
que rigen el accionar del Poder Judicial, sea que se trate de personal de su 
empresa, subcontratistas o personal de éstas. 

 
• Todo el personal de la empresa proveedora o de las 

subcontratistas, debe respetar, comportarse, expresarse y dirigirse 
conforme a las normas de ética, respeto, decoro y vestimenta vigentes en 
la institución, dentro de las instalaciones internas y externas del Poder 
Judicial; así mismo, deben respetar los controles de acceso, 
identificación, seguridad y cualquier otra restricción que se considere 
pertinente para su permanencia en las instalaciones de Poder Judicial. 

 
• Está prohibido que el personal de las empresas proveedoras 

que prestan servicios en las instalaciones del Poder Judicial, utilicen, 
vendan o tengan a su haber, bebidas alcohólicas o drogas ilícitas. Nadie 
podrá permanecer en las instalaciones del Poder Judicial afectado o bajo 
el efecto del uso de tales substancias. 

 
• El personal de las empresas contratadas o subcontratadas 

debe ser informado, particularmente las mujeres, que existe en el Poder 
Judicial un Reglamento contra el Hostigamiento Sexual dirigido a la 
protección de personas víctimas de ese tipo de conductas, sean empleadas 
permanentes de la institución o personal de contratación externa cuando 
quien acosa es empleado del Poder Judicial. Ante eventos de ese tipo, 



 
                      Corte Suprema de Justicia 

                           Secretaría General 

informar a las personas afectadas que pueden recurrir a la Secretaría 
Técnica de Género. 

 
• El personal de las empresas contratadas o subcontratadas 

debe ser informado, que el Poder Judicial cuenta con una Política 
Ambiental la cual promueve el uso sostenible de los recursos naturales, 
por lo tanto deben prevenir y reducir la generación de residuos así como 
ahorrar agua y energía, siempre que sea posible. 

 
2.4. Actos de Corrupción. 
 
• El Poder Judicial condena la corrupción en todas las 

instancias, así como la oferta de ventajas indebidas de cualquier especie. 
 
• Las empresas proveedoras deben prevenir la ocurrencia de 

comportamientos ilegales, combatiendo la corrupción y el fraude, a fin de 
evitar conflictos de interés en las relaciones con el sector público, con el 
sector privado y/o con la sociedad civil. 

 
• El Poder Judicial condena y reprocha las prácticas de 

empresas que incumplan con la legislación tributaria, laboral, ambiental, 
o cualquier otra norma legal, como forma de practicar precios y 
condiciones de suministros más competitivos. Cuando se conozca de 
estas situaciones, inmediatamente se iniciará con el procedimiento legal 
que corresponda. 

 
2.5. Responsabilidad Social. 
 
2.5.1 Medio Ambiente. 
 
• En línea con la Política Ambiental y al Plan de Gestión 

Ambiental del Poder Judicial, las empresas proveedoras deben operar y 
actuar para no perjudicar el medio ambiente, la salud y la seguridad, 
garantizando el cumplimiento de la legislación y de los reglamentos 
vigentes tanto en Costa Rica como en el país de donde se extraen las 
materias primas y se fabrican o comercializan los bienes finales como 
productos terminados. 

 
• Las empresas proveedoras deben procurar la 

implementación de un Plan de Gestión Ambiental debidamente 
certificado por una autoridad competente, o en su defecto un Programa 
de Manejo Integral de Residuos de acuerdo a la Ley para la Gestión 
Integral de Residuos Sólidos N°8839 aprobado por las instancias 
correspondientes, como uno de los elementos a aportar al momento de 
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participar en los procedimientos de contratación que impulsa el Poder 
Judicial. 

 
• La empresa será responsable de cualquier riesgo de trabajo, 

así como de los daños causados a las personas internas y externas, a las 
cosas o al medio ambiente que se produzcan con motivo de los trabajos a 
realizar, deberá tomar las previsiones necesarias para prevenir, disminuir 
o mitigar la probabilidad de ocurrencia de tales daños. 

 
2.5.2 Condiciones de empleo y explotación del Trabajo Adulto 

Mayor e Infantil. 
 
• En sus operaciones las empresas proveedoras deben cumplir 

la legislación laboral vigente que ampara y protege a las personas que 
contrata, tanto en sus condiciones de trabajo como en el respeto a un 
ambiente laboral libre de cualquier forma de violencia u hostigamiento 
sexual o laboral y el pago de salarios dignos acordes con la legislación 
nacional. 

 
• El Poder Judicial condena la práctica del trabajo infantil en 

desapego de la normativa vigente, el trabajo en condición de esclavitud 
de mujeres, personas adultas mayores o cualquier otra, sea en la empresa 
proveedora o en el ciclo de vida de sus productos o materia prima 
producida en otros países.  

 
2.5.3 Diversidad e inclusión. 
 
• Las empresas proveedoras deben respetar la diversidad, no 

admitiéndose discriminación o prejuicio en razón de la etnia, religión, 
cultura, edad, sexo, convicción política, nacionalidad, región, estado 
civil, orientación sexual o identidad de género, condición física y/o 
intelectual. 

 
• Además, dentro de sus políticas de empleo deberá dar en 

igualdad de condiciones y oportunidades acceso al trabajo a personas con 
alguna discapacidad, así como a mujeres jefas de hogar y en general a 
personas pertenecientes a poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

 
• En esta línea, La Presidencia de la Corte Suprema de Poder 

Judicial ha impulsado aspectos de Responsabilidad Social en el quehacer 
de la institución. Como parte de estos esfuerzos el Consejo Superior 
aprobó en la Sesión N° 104-15 celebrada el 26 de noviembre del año 
2015, artículo CIII, asignar puntos adicionales a las personas físicas o 
jurídicas interesadas en vender servicios al Poder Judicial, como una 
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forma de promover acciones concretas en materia de Responsabilidad 
Social y por este medio lograr una mayor participación de mujeres jefas 
de familia y de personas con alguna discapacidad en las compras que 
realiza el Poder Judicial. 

 
• Así las cosas, se estará otorgando puntaje adicional a las 

personas físicas o jurídicas que oferten servicios y que logren demostrar 
con la documentación idónea o certificación, las siguientes condiciones:  

 
1. Empresas que son dirigidas o contratan mujeres jefas de 

hogar: 3 puntos adicionales. 
 
2. Empresas que dentro de sus planillas contraten al menos un 

3% de personas con discapacidad: 3 puntos adicionales. 
 
3. PYMES que sean dirigidas por mujeres jefas de hogar o 

contraten al menos un 5% de personas con discapacidad: 3 puntos 
adicionales. 

 
• Se espera que las empresas proveedoras de bienes y 

servicios al Poder Judicial, adopten dentro de sus políticas de empleo, la 
inserción de personas de estos grupos sociales en condición de 
vulnerabilidad, con lo cual podrán obtener puntaje adicional en los 
procedimientos de contratación.”  

 
 
 San José, 12 de setiembre de 2016. 
 
 

 

M. Sc. Irving Vargas Rodríguez  
Secretario General Interino 
Corte Suprema de Justicia 

 
 
Ref.: 11588-15, 7325-16. 
Oscar Zúñiga Mora. 


